INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 22 DE ABRIL DE 2005 POR EL QUE SE RESUELVE  DISCREPANCIA. SUBVENCIONES. CONSIDERACIÓN DE LA CREACIÓN DE EMPLEO ESTABLE COMO CONDICIÓN EXIGIBLE AL BENEFICIARIO PARA EL COBRO DE LA SUBVENCIÓN Y NO SÓLO COMO CRITERIO DE SELECCIÓN.  ESPECIAL REFERENCIA A LA CREACIÓN DE EMPLEO ESTABLE EN EL PLAZO ESTABLECIDO. 
Modalidad de informe: Discrepancia.
Área temática: Subvenciones.
Informe vigente.
Procedente de la Secretaría General Técnica de la Consejería de Economía e Innovación Tecnológica se ha recibido en esta Intervención General escrito por el que se comunica la remisión de la discrepancia formulada al reparo interpuesto por la Intervención Delegada en dicha Consejería en relación con el expediente ________________________, correspondiente a las ayudas para el fomento de las inversiones para la mejora de las condiciones de transformación y comercialización de productos agrarios, de la pesca y de la acuicultura, convocadas por Orden 4647/2001, de 27 de diciembre, de la Consejería de Economía e Innovación Tecnológica.

Según se desprende de la documentación aportada, el escrito en el cual se motiva el criterio del órgano gestor se corresponde con el informe elaborado por el Servicio de Alimentación e Industrias Agroalimentarias, de fecha 17 de agosto de 2004, dirigido a la Secretaría General Técnica actuante, en el cual, si bien no se hace constar expresamente la voluntad de elevar discrepancia por el órgano competente, sí se manifiesta la disconformidad con el criterio mantenido por la Intervención Delegada, figurando en dicho escrito el visto bueno del Director General de Agricultura y Desarrollo Rural.

Con carácter previo a la resolución de la discrepancia planteada conviene poner de manifiesto los siguientes 

HECHOS

De acuerdo con la documentación aportada al expediente, mediante Orden _____/2002, de 20 de septiembre, del Excmo. Sr. Consejero de Economía e Innovación Tecnológica, se aprobó la concesión de una subvención a la empresa _______________ para la realización de un proyecto de inversión titulado “Proyecto de bodega elaboración de vinos tintos de calidad en ____________________________(Madrid)  en los siguientes términos:

	Inversión subvencionable
	215.881,02 euros

	Subvención total (30%)
	64.764,31 euros


Haciendo uso de la posibilidad prevista en el artículo 13.3 de la Orden 1554/2001, de 21 de febrero, el beneficiario presentó solicitud de pago anticipado de la subvención procediendo al depósito de aval ante la Tesorería de la Comunidad de Madrid por el importe total de la ayuda concedida. Con fecha 21 de marzo de 2003 y una vez finalizadas las inversiones comprometidas, la empresa beneficiaria presentó solicitud de levantamiento de aval.

Efectuadas las comprobaciones oportunas y calculado el importe de la inversión efectivamente llevada a cabo, se somete a fiscalización expediente para el levantamiento de aval, el cual es informado desfavorablemente por la Intervención Delegada en la Consejería de Economía e Innovación Tecnológica, con fecha 8 de marzo de 2004, haciendo constar lo siguiente:

“La empresa beneficiaria se comprometió a la creación de un puesto de trabajo indefinido vinculado con el proyecto que fue valorado con 0,5 puntos. De acuerdo con las bases reguladoras para la justificación y pago de la ayuda, en caso de compromiso de nuevas contrataciones, debe acreditarse la creación del puesto/puestos de trabajo comprometidos mediante la aportación de los contratos de trabajo y altas en Seguridad Social, artículo 13 punto 4e) Orden 1554/2001. Por tanto, antes de la fecha límite para la justificación y pago de ayudas establecida en la orden de Concesión (30/03/03) debe haberse constituido el puesto de trabajo. Sin embargo la fecha de contratación es de 30/09/03.”

El reparo fue contestado por el Servicio de Alimentación e Industrias Agroalimentarias, mediante escrito de fecha 15 de marzo de 2004, alegando que, “en la medida que la actividad a realizar en esta industria tiene carácter temporal, al estar ligada a la campaña, se considera justificable la contratación del técnico enólogo con posterioridad a la fecha establecida para la justificación de ejecución y pago de la inversión subvencionada, habiéndose realizado con el inicio de la misma”. Asimismo se ponía de manifiesto que el no considerar la contratación como criterio de valoración “no alteraría la subvencionabilidad del proyecto, en relación al concurso, pues no causa perjuicios a terceros.”

Con fecha 17 de marzo, la Intervención Delegada reiteró su reparo que fue a su vez objetado por el Servicio de Alimentación e Industrias Agroalimentarias con fecha 23 de marzo de 2004, alegando que mientras que para la justificación de la ejecución y pago de las inversiones subvencionables se fija como fecha final el 31 de marzo de 2003, en relación a la justificación de la contratación objeto del compromiso asumido por la Sociedad beneficiaria “no se indica de forma explícita” ni en la base legal reguladora de la línea de ayudas ni en la orden de concesión, fecha alguna respecto a su justificación.

Mediante escrito de fecha 30 de abril de 2004, la Intervención ratificó sus anteriores notas de reparo, siendo nuevamente contestado por la Unidad gestora con fecha 24 de mayo de 2004, acompañando a su escrito Resolución de 14 de mayo de 2004, del Director General de Agricultura y Desarrollo Rural, por la que se dictan determinadas instrucciones de ejecución en materia de justificación y pago de la ayuda concedida, en la que se concluye lo siguiente: “se interpreta que la obligación referente a la creación de un puesto de trabajo indefinido no está afectada por el plazo máximo establecido para la justificación de la ejecución y pago de la inversión, ya que en función del inicio de la actividad puede ser posterior, sin que ello implique un incumplimiento de las condiciones establecidas en la concesión de la ayuda”.
El expediente se informa desfavorablemente por la Intervención Delegada, con fecha 30 de julio de 2004, reiterando su criterio anterior “toda vez que la facultad a que se refiere la Disposición Final de la Orden 1554/2001, es para interponer o resolver cuestiones que surjan de la aplicación de la Orden, no para dictar “nuevas normas” que contravengan lo ya regulado”. 

Finalmente, con fecha 17 de agosto de 2004, se elabora informe por el Servicio de Alimentación e Industrias Agroalimentarias, fundamento de la discrepancia planteada, en el cual se recoge la exégesis de las distintas incidencias surgidas en la tramitación del expediente, sin que en ningún momento se justifique jurídicamente las causas que motivan su oposición al criterio de la Intervención, haciendo constar, únicamente, la apreciación subjetiva de la Unidad encargada de la tramitación del expediente que, tras reconocer el incumplimiento del plazo de justificación, “considera justificable la contratación del técnico enólogo con posterioridad a dicha fecha por el carácter temporal en la actividad en este tipo de industrias. Así, la contratación del técnico enólogo se realiza en consonancia con el inicio de actividad, ligada a la primera cosecha tras la finalización de las inversiones”.

Por tanto, la cuestión objeto de discrepancia se concreta en determinar si existe un incumplimiento de los compromisos adquiridos por el solicitante a efectos de obtener la subvención, concretamente de la condición de crear un puesto de trabajo estable dentro de un plazo determinado y si este incumplimiento es causa de revocación de la ayuda.

A la vista de los hechos descritos, esta Intervención General efectúa las siguientes 

CONSIDERACIONES

I

El Reglamento del Consejo de la Unión Europea número 1257/1999, de 17 de mayo, en virtud del cual se desarrollan en el ámbito de la Comunidad de Madrid las ayudas objeto de discrepancia, establece en su artículo 27 la necesidad de que las ayudas destinadas a la transformación y comercialización de productos agrarios, respondan a unos criterios de selección que fijen prioridades e indiquen los tipos de inversiones que estén excluidas de la ayuda, permitiéndose, en sus normas generales, el establecimiento por los Estados miembros de condiciones más numerosas o restrictivas para la concesión de las ayudas, siempre que sean coherentes con los objetivos y requisitos dispuestos en el citado Reglamento.

Las ayudas que al amparo de dicha norma se concedan se centrarán en las actividades agrarias y en su reconversión, si bien, podrán tener por objeto, entre otros previstos en su artículo 2, “el desarrollo de las actividades económicas y el mantenimiento y creación de puestos de trabajo con objeto de garantizar una mejor explotación del potencial intrínseco actual”.

Por lo anteriormente expuesto, resulta ajustado a la normativa europea la concesión de ayudas que además de fomentar las inversiones ligadas a la transformación y comercialización de productos agrarios, fomenten a su vez la creación de empleo estable vinculado a la inversión, tal y como sucedería en el supuesto que nos ocupa.

En este sentido, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8 de la Orden 1554/2001, de 21 de febrero, de la Consejería de Economía y Empleo, por la que se regulan las ayudas para el fomento de las inversiones para la mejora de las condiciones de transformación y comercialización de los productos agrarios, de la pesca y de la acuicultura, en la Comunidad de Madrid, modificada posteriormente mediante Orden 222/2003, de 17 de enero, el procedimiento de concesión de las ayudas será el de concurso. 

En el caso de que el volumen de ayudas solicitado supere las disponibilidades presupuestarias, se seleccionarán los proyectos que reciban mayor puntuación en función del cumplimiento de una serie de criterios de valoración establecidos en el artículo 10 de la citada Orden, entre los que se incluye la “creación de empleo estable con una valoración máxima de 20 puntos”, teniéndose en cuenta una serie de indicadores.

A los efectos indicados, el artículo 7.2.i) de la Orden 1554/2001, de 21 de febrero, a las solicitudes de estas ayudas acompañará “en su caso, documento que recoja el compromiso de nuevas contrataciones indefinidas vinculadas a la ejecución del proyecto”.

A su vez el artículo 13 de la Orden anteriormente citada, titulado “Justificación y pago de las ayudas”, supedita el pago en firme de la subvención a que el beneficiario justifique la inversión en el plazo que establezca la Orden de concesión, requiriendo, para proceder al pago total o parcial de las ayudas o liberación del aval bancario depositado por el beneficiario, la presentación, “en los modelos oficiales …, y en los plazos reseñados en los apartados anteriores”, entre otros documentos, la comunicación de la finalización de las obras, la justificación de los gastos y pagos realizados, la certificación del cumplimiento de obligaciones fiscales y de Seguridad Social y, además, “en su caso, contratos de trabajo y altas en la Seguridad Social acreditativos de las nuevas contrataciones vinculadas al desarrollo del proyecto”.
Por tanto de la interpretación conjunta de los preceptos anteriores se desprende que, si bien en un primer momento la creación de empleo estable podría aparecer como uno más de los criterios a tener en cuenta a efectos de la selección de los beneficiarios, al requerirse su justificación documental como presupuesto previo para el pago de la ayuda o del levantamiento del aval bancario, dicho criterio pasa a ostentar la consideración de conditio sine qua non para el cobro de la subvención, con idéntica intensidad y similar exigencia que la predicable respecto de las restantes obligaciones que ha de cumplir el beneficiario y siendo exigible, por lo tanto, la acreditación de su cumplimiento dentro del plazo previsto para el resto de la documentación justificativa.

Asimismo, la Orden 4647/2001, de 27 de diciembre, de la Consejería de Economía e Innovación Tecnológica, por la que se convocaban para el periodo 2002-2004 este tipo de ayudas, al establecer en su artículo único, apartado 5, que “la justificación y pago de las ayudas se realizara de conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la Orden 1554/2001, en el plazo que establezca la Orden de concesión”, recuerda la necesidad de presentar en plazo, por remisión al artículo 13 de la Orden 1554/2001, los contratos de trabajo vinculados a la inversión.

A mayor abundamiento, de acuerdo con las previsiones contenidas en las bases reguladoras de la ayudas, por la representación de la mercantil ________________________ se presentó, debidamente suscrito el 27 de febrero de 2003, Modelo 3: “Compromiso de creación de nuevas contrataciones indefinidas vinculadas a la ejecución del proyecto”, en el que literalmente se hacía constar la siguiente declaración:

“Que con la inversión que tiene previsto realizar, arriba señalada, se van a crear 1 puesto de trabajo indefinido, además de los puestos de trabajo eventuales, existiendo el compromiso de aportar la documentación necesaria para la comprobación de dichas nuevas contrataciones.

Sabiendo que el incumplimiento parcial o total de lo anterior, recogido en el criterio de priorización contemplado en el art. 10.3 de la Orden 1554/2001, de 21 de febrero, relativo a la creación de nuevas contrataciones de trabajo, será considerado como un incumplimiento de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención solicitada, lo que de hecho determinará la revocación y correspondiente reintegro para el caso en que hubiera sido cobrada anticipadamente la ayuda.”

En consecuencia, tanto el solicitante de la subvención, como cualesquiera otros posibles interesados en el procedimiento, conocían de antemano que el compromiso de crear puestos de trabajo indefinidos ligados a la inversión constituiría uno de los criterios de valoración que serían tenidos en cuenta para la concesión de las ayudas. Así mismo, por la suscripción de dicho compromiso en el “Modelo 3” de documentación complementaria a la solicitud, era de público conocimiento que el incumplimiento del compromiso acordado sería considerado como un incumplimiento de las condiciones para la concesión de la subvención y que por lo tanto sería apreciado como causa de revocación de la ayuda concedida, motivo por el cual, no cabe alegar indefensión hacia el beneficiario.

II
Si bien de la consideración anterior se desprende la necesidad de acreditar la creación de los puestos de trabajo comprometidos, dentro de un plazo determinado, conviene insistir en este último extremo pues sobre este particular parece plantearse la discrepancia analizada.

Respecto al plazo dentro del cual el beneficiario deberá proceder a la justificación de la creación de los puestos de trabajo en el supuesto que nos ocupa, la propia norma por la que se desarrollan las bases reguladoras establece en su artículo 13.4 que el beneficiario deberá presentar los contratos de trabajo y altas en la Seguridad Social “en los plazos reseñados en los apartados anteriores”; concretamente, el artículo 13.1 establece que plazo para la justificación y pago de las ayudas a la mejora de las condiciones de transformación y comercialización de productos agrarios será “el que establezca la Orden de concesión, que no superará el 1 de marzo para las anualidades para las que se comprometa crédito, salvo en el supuesto en que la notificación de dicha Orden de concesión sea posterior a dichas fechas, supuesto en el que se justificará en el plazo establecido en la misma, que no superará en dos meses a las referidas”.

Entre las condiciones particulares que se recogen en la Orden ____/2002, de 20 de septiembre, de concesión de la ayuda, figura el establecimiento del plazo de realización de obras y presentación de la documentación justificativa, con el siguiente tenor literal:

Fecha máxima de realización de obras y presentación de la documentación justificativa de los gastos y de los pagos: 30 de septiembre de 2002, salvo que la inversión a realizar supere dicho plazo, entonces se podrá proceder al pago, que tendrá la consideración de anticipo a cuenta, siempre y cuando se afiance mediante aval, presentado en la forma y condiciones reglamentarias, por el total importe de la subvención. Previo al pago se acreditará en el expediente que dicho aval ha sido depositado en la Tesorería de la Comunidad de Madrid.

Así mismo, se hace constar entre las condiciones particulares fijadas en la Orden de concesión que, “En caso de que se haya procedido a afianzar la ayuda mediante la presentación de aval, se procederá al levantamiento del mismo antes del 30 de marzo de 2003”.
Por tanto queda claro que el beneficiario de la subvención debería haber procedido a crear un puesto de trabajo indefinido y a presentar el contrato de trabajo y el alta en Seguridad Social con anterioridad a 30 de marzo de 2003.

Respecto a la necesidad de cumplir en plazo la realización de la actividad objeto de la subvención y de la exigencia de su acreditación documental, igualmente en un determinado periodo de tiempo, ya se ha pronunciado esta Intervención General en diversos informes (entre otros, los de 4 de mayo de 1998, 26 de febrero de 2002 y 12 de marzo de 2003), distinguiendo, al amparo de lo previsto en el artículo 6.2.d. en relación con el artículo 9.a. y 11.1.c. de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid así como, en consonancia con la jurisprudencia sentada por los Tribunales, varios supuestos según se tratara del incumplimiento de la obligación de presentar la justificación de la ayuda, del incumplimiento por el beneficiario consistente en no realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención en el plazo y forma asimismo determinados, y el caso de que la actividad fuera realizada y la documentación presentada en el plazo señalado, si bien, se detectaran defectos que debieran ser solucionados.

Según se pone de manifiesto en el informe de de 4 de mayo de 1998, la comprobación de la no realización efectiva de la actividad subvencionada en el plazo establecido al efecto, determinará la revocación de la ayuda concedida y su reintegro si anteriormente hubo libramiento de fondos públicos al beneficiario. 

La justificación de tal opinión es fundamentada por esta Intervención General de la siguiente manera:

“En este sentido se manifiesta el Tribunal Supremo (STS. Sala 3”. Sección 3” de 28/2/1997) que precisa que “el incumplimiento por el subvencionado de cualquiera de las condiciones generales o especiales del acuerdo de concesión de beneficios faculta a la Administración para declarar la resolución del mismo, con la consecuencia del reintegro al tesoro público de las cantidades percibidas, tesis esta que se funda en estimar que las subvenciones y beneficios fiscales concedidos ... implican una carga modal, cuyo incumplimiento habilita a la Administración para declarar tal resolución”

Asimismo, se ha pronunciado el Tribunal Supremo acerca de las consecuencias sobre el incumplimiento de plazos por el beneficiario, considerando que es insubsanable por el mismo, de modo que determina la caducidad de la concesión de la subvención concedida. Así se recoge en la STS de 13/9/1996. Sala 3ª. Sección 3ª “El señalamiento del plazo para realizar las inversiones y crear puestos fijos de trabajo, es una condición esencial del contrato concesional teniendo en cuenta la finalidad de promoción económica y social que se pretenden en las Áreas de Expansión Industrial y su ámbito temporal y coyuntural que no puede ser subsanado por un desarrollo posterior sin conducir a una inseguridad jurídica en los términos de la concesión.”

Como señala asimismo la doctrina (J. Pascual García: Régimen jurídico de las subvenciones públicas. BOE. Madrid. 1996. Pág, 269) “En la medida en que las causas de revocación están previstas en la Ley constituyen “conditio iuris” del acto de otorgamiento, pudiendo ser calificadas de reservas de revocación de origen legal y de aplicación legal”.

En conclusión, el beneficiario de la ayuda en el caso de que incumpla su compromiso de crear los puestos de trabajo y presentar la documentación acreditativa de tales contrataciones dentro del plazo previsto, que en el caso concreto que se analiza, no debe superar el 30 de marzo de 2003, debería proceder al reintegro de la ayuda percibida por anticipado.

III
Establecida la necesidad del cumplimiento en el plazo fijado al efecto de las obligaciones derivadas del otorgamiento de la subvención, tanto en relación con la actividad a realizar como, respecto de la presentación de la documentación justificativa exigida, únicamente resta por analizar si el beneficiario de la subvención que nos ocupa ha cumplido, dentro del plazo establecido, con la obligación de crear un puesto de trabajo estable y de acreditar documentalmente la contratación efectuada.

Entre la documentación aportada al expediente, se incluye modelo de contrato de trabajo indefinido a tiempo parcial, suscrito con fecha 30 de septiembre de 2003 por el Administrador de la Sociedad beneficiaria.

A su vez, por el Servicio de Alimentación e Industrias Agroalimentarias se reconoce, en su escrito de 17 de agosto de 2004, que la empresa beneficiaria “Presenta contrato y alta en Seguridad Social de una contratación indefinida a tiempo parcial realizada a fecha de 16 de octubre de 2003”.

Con independencia de que la contratación efectiva se llevara a cabo el 30 de septiembre o el 16 de octubre, no deja lugar a dudas que la contratación indefinida no se había llevado a cabo dentro del plazo máximo previsto que finalizaba el 30 de marzo, en cuyo caso, tampoco pudo cumplir con la obligación de presentar el contrato de trabajo y alta en Seguridad Social en dicha fecha.

Sin perjuicio de lo anterior, del análisis del documento suscrito entre la empresa y el trabajador se observa que el beneficiario no sólo ha incumplido el plazo en el cual debería haber llevado a cabo la contratación comprometida sino, igualmente, su obligación de crear un puesto de trabajo, toda vez que el contrato acreditativo del mismo es a tiempo parcial y no a jornada completa.

Así, según figura en el documento contractual aportado por la empresa, la jornada ordinaria del trabajador será de 10 horas a la semana, distribuido de lunes a viernes, de 17:00 a 19:00.

Si bien en el contrato figuran sin cumplimentar las casillas de la cláusula tercera, referentes a la duración de la jornada laboral aplicable en el ámbito de la empresa, del carácter de “a tiempo parcial” del contrato se desprende que la misma es superior a la pactada en el supuesto objeto de estudio.

De acuerdo con el criterio seguido por esta Intervención General en informes como el de 23 de octubre de 1998 y 23 de abril de 2004, para considerar que se ha creado 1 puesto de trabajo indefinido no basta con la suscripción de un contrato de carácter indefinido, sino que el mismo ha de ser a tiempo completo entendiendo como tal el que así se considere en el convenio colectivo del sector correspondiente; es decir, se considerarán como un único puesto de trabajo estable los necesarios para completar una jornada laboral.

Por tanto, se considera que la empresa no ha cumplido con el compromiso de crear un puesto de trabajo estable vinculado a la inversión que se pretende subvencionar.

De acuerdo con las consideraciones anteriormente expuestas, esta Intervención General

RESUELVE

Ratificar la nota de reparos formulada por la Intervención Delegada en la Consejería de Economía e Innovación Tecnológica, si bien, con referencia al incumplimiento de las condiciones que motivaron la concesión de la subvención.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 88.1.b. de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, Reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en el supuesto de subsistir la discrepancia podrá elevarse la misma ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde adoptar la resolución definitiva.
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